Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 11 minutos.) 


-Ante todo, quiero informar que vamos a distribuir un material que acordamos entre los cuatro 
integrantes del grupo de trabajo designado por esta misma Comisión y lo ponemos a consideración, a 
los efectos de ver si hay observaciones o modificaciones o si podemos trabajar con ese documento 
aprobado. 


Los señores Legisladores recordarán que la ley fija un calendario que habíamos establecido 
que teníamos que ir manejando hacia atrás, y también habíamos resuelto que la Asamblea General se 
reuniera a mediados de abril. En función de eso conformamos un grupo de trabajo integrado por los 
señores Legisladores Heber, Bordaberry, Posada y quien habla. 


Voy a pedir que cualquiera de los integrantes explique el acuerdo alcanzado para ver si hay 
dudas o modificaciones o si ya lo podemos echar a andar, de tal manera que podamos participar todos 
en este intercambio. 


SEÑOR POSADA.- En la hoja que se distribuyó, tentativamente se quieren fijar los criterios a los que 
de alguna manera deberíamos atenernos en el marco de la Comisión, para regularnos nosotros 
mismos en cuanto a cómo vamos a proceder de aquí en más. 


Quizás el elemento sustancial que deberíamos definir hoy, además de aprobar estas normas 
de procedimiento interno, sería el tema al cual hacía referencia la señora Presidenta, que es el referido 
a la convocatoria pública. Tal vez ya podamos aprovechar la instancia de que se va a reunir la 
Asamblea General el próximo 23 de noviembre e incorporar la convocatoria para el miércoles 11 de 
abril de 2012, a la hora 14 y 30, justamente, a los efectos de elegir a los cinco miembros del Consejo 
Directivo. 


Si nos atenemos a las fechas que establece la propia ley vigente, el plazo para presentarse 
los postulantes sería hasta el 7 de marzo de 2012. Esto implica que la Comisión debería desarrollar su 
trabajo a partir de esa fecha para proceder, justamente, a la selección de las personas que serían 
propuestas a consideración de la Asamblea General. 


El literal A) de esta presentación hace referencia a los mecanismos para proponer a los 
candidatos, fundamentalmente, en lo que tiene que ver con las organizaciones sociales, y la Comisión 
tendrá que determinar cuáles son las que cumplen con los requisitos establecidos en los literales A) y 
B) del artículo 63 de la ley. Asimismo, hay que recordar que cualquier parlamentario puede  -según lo 
que establece la ley- presentar una propuesta de candidato al seno de la Comisión. El literal B) refiere 
a la convocatoria pública que es, a mi juicio, lo determinante de la jornada de hoy. 


El período y lugar de presentación de los candidatos ya fueron elevados a la Comisión 
Especial y entregados a su Secretaría conjuntamente con los plazos que deben establecerse para la 
convocatoria pública. Al respecto, la señora Presidenta tiene un modelo de lo que ha sido la 
convocatoria que oportunamente hizo el Poder Legislativo, cuando se procedió a la selección y 
posterior elección del Comisionado Parlamentario para cárceles. 


El punto 4. hace referencia a la presentación de los postulantes y se fijan las condiciones que 
deberán respetarse a la hora de presentarse las postulaciones. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me gustaría hacer hincapié en el literal d. del punto 4. sobre el que 
conversamos bastante porque esta ley no establece un límite de edad como sí lo hacía la ley del 
Comisionado Parlamentario. 


Al respecto, nosotros pensamos que no podíamos fijarla por la simple voluntad de la 
Comisión cuando la ley no lo establece, pero sí podíamos hacerlo a título de sugerencia, por eso el 
literal d. dice: “Los postulantes deberán, preferentemente, tener menos de 65 años al 11 de abril de 
2012.” En función de que la calidad de funcionario público la adquieren una vez que sean designados y 
cesan a los 70 años, nos pareció razonable agregarlo sin que fuera obligatorio, pero sí orientador para 
tratar de saldar, tal vez, un debe que tiene la ley y que ahora no podremos subsanar. 


Realicé este planteo porque me gustaría saber si hay acuerdo entre los integrantes de la 
Comisión al respecto. 


SEÑOR POSADA.- Con respecto al análisis de méritos a que refiere el punto 5. consideramos que 
conveniente que en la composición del Consejo Directivo hubiera una suerte de complementariedad 
entre sus miembros desde el punto de vista de sus intereses y siempre pensando en el tema de los 
derechos humanos. Por lo tanto, a la hora de evaluar los distintos méritos, se destacan como aspectos 
importantes los siguientes: la formación profesional o la competencia notoria de las personas que se 
presenten, los conocimientos especializados en materia de derechos humanos, la experiencia 
profesional, la trayectoria laboral y otros méritos. 


Con respecto al párrafo siguiente, señora Presidenta, me permito sugerir una corrección. 
Cuando se habla de que los “integrantes de la Comisión Especial elaborarán una lista”, a mi juicio, más 
que elaborar una lista, se debería realizar una selección de los candidatos que cumplan con los 
requisitos establecidos por la ley -considero que este aspecto debería ser incorporado- y luego 
confeccionar una lista de los que, a su juicio, estén en mejores condiciones de pasar a la etapa de la 
entrevista. Nosotros pensamos -y así lo conversamos entre los cuatro integrantes de este grupo de 
trabajo- que lo mejor era seleccionar hasta veinte personas para entrevistar, es decir aquellas que 
entendamos que reúnen las mejores condiciones. De alguna manera, es necesario que en esa 
entrevista estas personas manifiesten lo que está planteado en el punto 6, es decir, la motivación para 
acceder al puesto, el conocimiento del sistema universal de protección de los derechos humanos, la 
visión sobre la situación de los derechos humanos en el país, el rol a cumplir  -me parece que este es 
un aspecto muy importante de la presentación que hagan las personas que se postulen- la visión sobre 
cuál debe ser el rol de la Institución Nacional de Derechos Humanos y, en general, cualquier 
información acerca de la cual los miembros de esta Comisión entendamos oportuno preguntar en esa 
instancia. 


Al margen de esto, me parece que una vez que recibamos todas las postulaciones -esta es 
otra modificación que creo que hay que hacer a este documento- deberíamos trasladar esa lista de 
candidatos a conocimiento de la Corte Electoral, fundamentalmente, por alguna de las inhibiciones 
previstas en la ley. Entiendo que la mejor forma de dar cumplimiento a lo que está establecido en la ley 
es que la propia Corte Electoral nos informe acerca de si alguna de esas personas fueron candidatos, 
etcétera -es uno de los impedimentos planteados en la ley- porque deberíamos llegar a la propuesta 
con personas que estén efectivamente habilitadas para desempeñarse en el cargo de la Institución 
Nacional de Derechos Humanos. Creo que sería un traspié si luego nos enteramos que alguna de las 
personas que la Comisión postula para ser designada por la Asamblea General tiene algún tipo de 
inhibición. Por lo tanto, me parece que tenemos que llegar a esa instancia habiendo hecho todos los 
esfuerzos por tratar de subsanar esos aspectos que pueden ser un obstáculo para la designación. 


En líneas generales, es esto cuanto tengo para decir. Realmente, se logró un consenso 
bastante rápido en una buena rueda de mate en el despacho de la señora Diputada Payssé. 


SEÑOR GARCÍA.- Señora Presidenta: me parece que la redacción del literal A) se podría mejorar, si 
bien queda claro que hay dos vías de formulación de propuestas: las organizaciones de la sociedad 
civil y los parlamentarios. Teniendo en cuenta el artículo 39 de la ley N* 18.846, pueden proponer 
candidatos a la Asamblea General las organizaciones sociales, etcétera -eso está claro- pero en 


segundo término dice que las y los parlamentarios podrán recibir propuestas y formular una lista de 
candidatos. No dice que ellos podrán formular propuestas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No pueden hacerlo. 
SEÑOR GARCÍA.- ¿Existe una inhibición legal? 


SEÑORA PRESIDENTA.- El texto de la ley dice que las organizaciones de la sociedad civil podrán 
presentarlas y los parlamentarios podrán recibirlas. 


SEÑOR GARCÍA.- ¿Y quién se las manda a los parlamentarios? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pueden recibirlas directamente y enviarlas a la Comisión. No son dos 
condiciones que tengan que venir de manera conjunta. Verifiquemos en el articulado y veamos. 


SEÑOR GARCÍA.- Recibir reciben siempre porque los parlamentarios no son candidatos. 


Ahora bien, si no se la lleva una organización de la sociedad civil, también pueden presentar 
una propuesta. En función de esto, me pregunto de quién reciben esta propuesta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quizá podemos aclarar este punto, tomando en cuenta el artículo 39, que 
dice: “Podrán proponer candidatos a la Asamblea General las organizaciones sociales habilitadas a 
participar en las sesiones extraordinarias de la INDDHH, y los parlamentarios y las parlamentarias 
podrán recibir propuestas y formular una lista de candidatos”. Este es el texto de la ley. 


SEÑOR POSADA.- Entonces, pueden presentar propuestas. 


SEÑOR GARCÍA.- Efectivamente, las pueden presentar. Lo que sucede es que el texto de la ley no es 
claro; lo que se buscaba era que los parlamentarios también pudieran presentar propuestas. 


SEÑORA XAVIER.- Advierto que la redacción final es infeliz. Además, recuerdo que con relación a este 
artículo -que fue uno de los más polémicos, que tuvo muchas idas y vueltas- la mayoría de los 
Legisladores planteamos que nosotros no debíamos proponer, pero si bien no se utiliza el mismo verbo 
que para las organizaciones, en la redacción no queda claro que estemos inhibidos de hacerlo. Creo 
que deberíamos interpretar la norma. 


SEÑOR POSADA.- Quizá la forma de interpretar este artículo pase por el hecho de que los 
parlamentarios directamente no propongan porque si una persona se acerca a un parlamentario con su 
currículo para ser postulada, sería suficiente para que fuera considerada. En este caso, la propuesta no 
es directamente efectuada por el parlamentario; este la recibe de parte de una persona que manifiesta 
su interés en ser tenida en cuenta. Además, va de suyo que esta persona no es propuesta por 
organización alguna; simplemente utiliza la vía del parlamentario o de los parlamentarios -porque 
pueden ser varios- para que su currículo sea presentado en el ámbito de la Comisión. Creo que este es 
el único camino viable para interpretar esta norma que, coincido, tiene una redacción bastante infeliz. 


SEÑOR GARCÍA.- Si esa es la interpretación que debemos hacer y hay dos vías de formulación de 
propuestas, el segundo punto estaría transcribiendo lo que dice la ley. Entonces, si es una 
transcripción, no puedo opinar porque me tendría que pelear con la ley y sería muy difícil hacer eso en 
este momento. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Como bien dijo la señora Legisladora Xavier, este tema fue muy debatido 
con los representantes de la sociedad civil que, en principio, pretendían que las sociedades civiles 
fueran las únicas que tuvieran la potestad de presentar candidatos. En otras palabras, se procuraba 
que fuera un aval de la sociedad civil. Ahora bien, por medio de la redacción transaccional pudimos 


vehiculizar las presentaciones porque, de lo contrario, el Parlamento habría quedado totalmente ajeno 
a la posibilidad de presentar propuestas. 


Estoy de acuerdo con el hecho de que, a pesar de que la redacción fue votada por todos los 
señores Legisladores, no es feliz; de todas maneras, nos tenemos que hacer cargo. Luego en la 
práctica, es decir, a la hora de presentar los nombres y los currículos en función de lo que indique el 
llamado público llevado adelante por la Comisión correspondiente -tal como se procedió en su 
momento con el Comisionado Parlamentario- los Legisladores recibirán los currículos y los elevarán a 
las Secretarías de la Comisión para que los empiecen a ordenar y demás. Entonces, me parece que 
por los dos caminos se va a llegar al mismo lugar, aunque puede ocurrir que venga un nombre avalado 
por cinco, seis o diez organizaciones de la sociedad civil defensora de los derechos humanos, por una 
O por ninguna. Lo que hicimos, en definitiva, fue avalar ese artículo porque, de lo contrario, íbamos a 
tener problemas en la forma de proceder que, todos estamos de acuerdo, debe ser lo más amplia y 
transparente posible. 


SEÑORA LAURNAGA.- Sin ánimo de interpretar nada porque, como dijo la señora Presidenta, esto lo 
votamos todos, me parece que es importante que conste en la versión taquigráfica esta interpretación, 
en el sentido de que los parlamentarios y las parlamentarias somos representantes de la ciudadanía y 
en este tema tenemos que garantizar esa representación. Con base en esa fundamentación, 
tendremos elementos por si en su oportunidad alguna organización reclama saber si hay otras 
organizaciones sociales que presentaron un determinado candidato o candidata que puedan ser 
electos. Lo importante es que podamos recurrir a esta versión taquigráfica que contiene la lógica que 
hoy se ha planteado. 


SEÑOR ESPINOSA.- Nosotros estamos de acuerdo en cómo fue redactado el artículo 39. Creo que si 
existiese el caso de un candidato o precandidato que por alguna razón no tuviese vinculación con esas 
organizaciones sociales -como dice la propia ley-habilitadas a participar en las sesiones 
extraordinarias de la Dirección Nacional de Derechos Humanos, esta norma, que es cristalina y amplia, 
daría garantía a todos los ciudadanos y ciudadanas del país para que se pudieran postular. Creo que 
también esta ley permite a los Legisladores jugar el rol que les corresponde, que es el de representar 
democráticamente a la sociedad y también a los aspirantes para que, de alguna manera, sus nombres 
puedan ser analizados en el seno de esta Comisión, a fin de adoptar las decisiones correspondientes. 


Por consiguiente, no creo que esto se deba interpretar como una propuesta de los 
parlamentarios, ya que simplemente estamos canalizando las aspiraciones o diferentes propuestas de 
la sociedad en general. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La propuesta del señor Legislador Posada es que al final de “entrevistas 
personales” en el punto 3 -creo que este número no debe estar ahí- donde se dice “verificación de 
ausencia de incompatibilidades” se agregue “en la solicitud de información a la Corte Electoral”. 


SEÑOR POSADA.- El texto debe decir “respecto a los postulantes la Comisión requerirá la información 
de la Corte Electoral”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Consulto si el texto podría decir “se requerirá información a la Corte Electoral 
en caso de considerarse oportuno”. 


SEÑOR POSADA.- Sí, señora Presidenta, estamos de acuerdo. 
SEÑORA LAURNAGA.- Quisiera hacer un último comentario con relación al punto anterior. 


Sugeriría, si podemos ponernos de acuerdo, que el texto a la convocatoria pública fuera claro 
porque, de lo contrario, lo que estamos discutiendo hoy aquí se va a repetir muchas veces cuando se 
publique en la prensa y la gente llame preguntando al respecto. En ese sentido, consulto si en esa 
frase tan ambigua que reproduce textualmente el artículo se puede decir, directamente: “a través de 
los parlamentarios”. 


SEÑOR HEBER.- Creo que lo que dice la señora Legisladora es acertado, ya que si la ley no es clara 
podemos aclarar el punto nosotros. Concretamente, se podría decir “que se presentan por las 
organizaciones sociales y a través de los Legisladores”. Si dejamos las expresiones “podrán recibir” y 
“podrán proponer”, me pregunto qué es lo que quiere decir la redacción porque si pueden recibir es 
lógico que puedan proponer, si los reciben es para proponerlos. Esto es lo ilógico de la redacción y lo 
que señala la señora Diputada Laurnaga en el sentido de que deberíamos agregar la expresión “a 
través de los Legisladores y Legisladoras”, es correcto. 


SEÑORA XAVIER.- Lo que se pretendía era que los candidatos no llegaran a un ámbito de esta 
naturaleza con el patrocinio de Legisladores de tal o cual colectividad política. También es cierto que 
puede ocurrir que una persona tenga toda la idoneidad para integrarla y por equis razones -por 
ejemplo, por haber estado en el exterior- no haya tenido oportunidad de vincularse a una organización 
nacional o no sea de prioridad de esa organización de derechos humanos a nivel nacional, promover a 
esas personas, sino a quienes han venido trabajando más directamente en el tema. Son dos aspectos 
distintos. Uno es, como decía la señora Legisladora Laurnaga, no desaprovechar y además ejercer 
nuestro rol de representatividad a los efectos de que la gente pueda venir a dejar su currículo. El otro - 
creo que todos lo entendemos así- es una prevención que existió por parte de las organizaciones 
sociales para que no se armaran bloques o Legisladores muy representativos identificando una 
colectividad política en respaldo a un candidato o a una candidata. Entonces, creo que teniendo en 
claro que esas eran las prevenciones, se puede poner que las organizaciones sociales podrán acercar 
y que, de igual forma, las y los parlamentarios recibirán las propuestas que acercarán a la Comisión de 
la Asamblea General. De ese modo, esto quedaría redactado más como si fuéramos algo así como un 
vehículo para la presentación, y no como la presentación misma de nuestro propio candidato. Creo que 
esto es lo que tenemos que lograr y debemos buscar la mejor formulación. Insisto en que se trata de 
que las organizaciones sociales tienen competencia para la presentación, pero en la medida en que 
haya personas que deseen participar de la preselección, los Legisladores harán llegar las propuestas a 
la Comisión, pues es la propia ley la que determina que seamos nosotros los encargados de proponer 
esa selección a la Asamblea General. Me parece que es ahí donde tenemos que hacer el clivaje, pues 
no podemos decir que los candidatos serán presentados tanto por organizaciones sociales como por 
los Legisladores porque esa no es la letra ni el espíritu del debate, por más que, como recordábamos, 
fue llevado y traído en muchas oportunidades. Creo que esto se puede lograr y que no genera 
confusiones, siempre que nosotros tengamos claro cuáles son las realidades y por qué siempre que 
existe una dualidad de criterio, las fórmulas transaccionales que quedan no son “ni chicha ni limonada”. 
Sin embargo, es bien claro lo que no podemos hacer: poner en pie de igualdad la forma en que una 
persona puede llegar a ser presentada. Pero sí podemos decir que las organizaciones traerán sus 
candidatos y aquellas personas que no sean presentadas por una organización de la sociedad civil 
acercarán su currículo a los Legisladores, que lo remitirán a la Comisión que estudia este tema por 
mandato de la Asamblea General. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero hacer un agregado porque quizás entendamos de qué se está 
hablando, pero cuando se hace el llamado público debemos ser claros. 


En el llamado para el Comisionado Parlamentario, en una de las viñetas se decía: “Las 
propuestas de precandidatos se presentarán en la Secretaría de la Comisión Especial” -en este caso 
será de la Comisión Especial de Derechos Humanos, designada por el artículo 40 de la Ley N* 18.446, 
de 24 de diciembre de 2008- y se indica la sala del Edificio Anexo “José Artigas” o del lugar en el que 
esté emplazada la Comisión, la hora de comienzo y de finalización, en días hábiles. Por consultas, 
figuraban los nombres de los Secretarios de la Comisión y sus números telefónicos. Me parece que 
eso globaliza. 


La referencia al artículo 39 hará que las propuestas se hagan por las organizaciones; de no 
ser así, se tendrá que preguntar en las Secretarías quién las realiza. En caso de que no se realicen de 
esa manera, recién deberán intervenir los Legisladores, salvo que prima facie se eleven directamente 
por ellos. No me gustaría que los despachos se transformaran en mostradores de entrada porque 
entonces se desdibujaría lo que, a mi juicio, debe ser el eje, es decir, el presentarse en la Comisión. En 
caso de que no haya un aval de organización social, será la propia Comisión la que deberá encargarse 
de que, por la vía de un Legislador o Legisladora, le llegue la propuesta, despejando así los 130 
mostradores de cada uno de los despachos. Además, no se trata solamente de los miembros que 
integran la Comisión, sino de los Legisladores en general. 


SEÑOR POSADA.- Comparto el criterio expuesto por la señora Presidenta. 


Me parece que lo más práctico será que en la convocatoria se cite el artículo 39 de la Ley N* 
18.446 en lo que refiere a las organizaciones sociales  -tema sobre el que deberemos estudiar algún 
aspecto, pues en el texto se habla de organizaciones sociales habilitadas por la Comisión Especial- y 
que se faculte a la Secretaría de la Comisión a recibir todas las otras postulaciones. Todos nos 
debemos comprometer a que las presentaciones que no tengan el aval de ninguna organización social 
habilitada lo reciban de todos los Legisladores de la Comisión, de forma tal de establecer un 
procedimiento cristalino desde ese punto de vista. 


SEÑOR LORIER.- Pensando en voz alta -como todos- sobre este problema, puede ocurrir que entre 
los requisitos -que no son pocos y son altamente exigentes- para las organizaciones sociales 
habilitadas a integrar el Instituto Nacional de Derechos Humanos esté el sorteo de la presentación 
mediante los parlamentarios, cuando no cumplan con lo requerido. Ese es otro universo al que debe 
agregarse un tercero, que es el de las personalidades que puedan existir y que no estén conectadas 
con instituciones vinculadas a los derechos humanos, pero tengan una trayectoria importante en ese 
sentido. 


Reitero, pues, que hay tres universos a considerar: el de las organizaciones sociales que 
cumplen con los requisitos vinculados con el artículo 63 de la Ley N* 18.446; el de las organizaciones 
sociales que no tienen esa talla y, entonces, a través de los parlamentarios pueden enviar las 
propuestas para la selección a realizarse; y el de las personalidades en condiciones de presentarse. 


Ahora bien, es claro que puede ocurrir que, por nuestra vía, se presenten organizaciones 
que, repito, no cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 63. 


Hago esta puntualización porque el análisis puede resultar complejo, incluso con respecto a 
las mismas organizaciones sociales, teniendo en cuenta que el citado artículo 63 incluye muchos 
requisitos para integrar el Instituto Nacional de Derechos Humanos. 


Es un elemento que vale la pena analizar; no es lo mismo hablar de organizaciones sociales, que 
pueden presentar su nombre a través de nosotros -una vez que no cumplen con los otros requisitos- 
que de personalidades que puedan postularse a través de los parlamentarios o parlamentarias. 


Quería dejar esta constancia porque es una duda que surge del trabajo que se ha realizado y 
de la lectura de la ley. 


SEÑOR BORDABERRY.- Mi preocupación es tratar de ser estricto cumplidor del texto legal; me 
parece que eso es lo que tenemos que hacer. 


La interpretación que hago del artículo 39, que me parece bastante claro, es que tiene dos 
supuestos. El primer supuesto refiere a que habrá organizaciones sociales habilitadas a participar en 
las sesiones extraordinarias. Por lo tanto, vamos a tener contacto con ellas y se les va a poder decir: 
“Ustedes pueden proponer candidatos”. Esto está claro y no presenta ningún tipo de problema. El 
segundo supuesto es que está dirigido a cualquier ciudadano del Uruguay, integre o no la organización 
social habilitada. Es decir que el ciudadano que lo desee puede presentarse. Lamentablemente, se 
establece que los ciudadanos pueden presentarse a través de los parlamentarios y parlamentarias, lo 
que da derecho a estos a recibir propuestas y formular una lista de candidatos. 


Pienso que esta segunda parte se puede reglamentar y los parlamentarios y parlamentarias 
podrán disponer de una oficina donde se tendrán que presentar los candidatos. De ser así, sería 
importante establecer una suerte de reglamento para que esa oficina reciba las postulaciones y formule 
la lista. Me parece que no se puede ir más allá de lo que dispone la ley. De los 130 señores 
Legisladores, quizás alguno pueda pensar que tiene derecho, de acuerdo a la ley, a recibirlos, más allá 
de lo que se resuelva en esta Comisión. Quizás la forma de ordenar este tema sería estableciendo una 
reglamentación para que quien lo desee se pueda presentar en cualquier lugar. Lo que no me parece 
bien es que el artículo diga que tiene que pasar por la autorización de las organizaciones sociales 


habilitadas. Esto parece estar claro porque, si no, sería muy sencillo: una persona puede armar una 
organización social habilitada y presentarse. Entonces, si pretendemos evitar que los parlamentarios 
hagan listas de gente conocida, también tendríamos que considerar este otro caso. En definitiva, aquí 
no hay otra cosa más que la buena fe con que procedemos todos. 


Por correo electrónico me comuniqué con la señora Presidenta de la Comisión para 
expresarle que estaba de acuerdo con el texto. En ese sentido, creo que habría que dar vuelta el inciso 
segundo del literal A) y decirse: “Se realiza una convocatoria pública a los ciudadanos que deseen 
presentarse y tendrán que dirigirse a los parlamentarios y parlamentarias”, etcétera. 


En definitiva, me parece que no podemos ir más allá de la propia ley. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me parece que nos estamos enfrascando en algo que es accesorio. 
Propongo hacer la convocatoria con el texto más o menos adecuado, como se hizo con el Comisionado 
Parlamentario. Además, creo que es conveniente remitirnos al artículo 39. Pienso que lo menos que 
puede hacer una persona que quiere postularse es leer la ley y conocer lo que dice este artículo. Si lee 
el artículo y le resulta confuso, que venga. Si le falta el aval de una organización de la sociedad civil o 
la presentación por parte de algún parlamentario, la Comisión, para poder recibir el currículum, le 
indicará cuál es la organización que lo postula o, en caso de que no sea así, el trámite que deberá 
seguir. De lo contrario, me parece que vamos a seguir dando vueltas a la noria. 


Quiero agregar, además, que tenemos que remitirnos al artículo 78, que expresa que para la 
primera elección de miembros del Consejo Directivo, las organizaciones sociales que podrán proponer 
candidatos serán las que, a juicio de la Comisión Especial prevista en el artículo 40, reúnan los 
requisitos establecidos en los literales A) y B) del artículo 63. No sé si esta Comisión está en 
condiciones de poder establecer esto a priori, porque el listado de organizaciones que hemos recibido 
es variopinto; incluye hasta clubes de fútbol. El tema es complicado. Entonces, ya que pretendemos 
que el llamado sea lo más amplio posible y que puedan participar todos quienes consideren que 
pueden hacerlo, deberíamos remitirnos a los artículos correspondientes. Como Comisión prevista en el 
artículo 40, me temo que hoy no estamos en condiciones de elaborar el listado de organizaciones 
habilitadas. ¿Cómo lo haríamos? Diciendo “esta me gusta” y “esta no me gusta”. ¿Vamos a requerir 
entrevistas para ver si tienen conocimiento en materia de derechos humanos? Me parece que este 
mecanismo es complejo. Por lo tanto, sería conveniente tratar de simplificarlo sin violentar lo que 
establece la ley. 


En definitiva, sugiero hacer la convocatoria en esos términos y remitirnos a los artículos 
correspondientes. 


SEÑOR DA SILVA.- Creo que estamos ahogándonos en un vaso de agua. Esta convocatoria es 
enormemente amplia, tan amplia como que cualquier hijo de vecino puede concurrir al Palacio 
Legislativo y presentarse, pero después vamos formando un embudo hasta el momento de que las 
aspiraciones llegan a la Comisión. Recién entonces, luego de cumplir con una enorme cantidad de 
requisitos, se puede comenzar con las entrevistas. Entonces, si bien la amplitud es enorme, en este 
ámbito van a saber diferenciar entre quienes tienen experiencia y estudios en materia de derechos 
humanos y mi hermana, que es veterinaria y se presentó por las dudas, para ver si podía alcanzar 
algún cargo. El tema es clarísimo. Por más amplia que sea la convocatoria, creo que no deberíamos 
perder más tiempo en eso, porque tanto Amnistía Internacional como el Serpaj -que son las 
organizaciones que uno más o menos conoce- tienen las mismas posibilidades que el Club 12 de 
Octubre de La Paloma, Durazno. 


De más está decir que me estoy refiriendo a la presentación; obviamente, después, cuando se 
consideren los currículos, la Comisión sabrá diferenciar quiénes están capacitados y quiénes no. O sea 
que en cuanto a la convocatoria, pienso que habría que seguir adelante de esta manera. 


SEÑORA PRESIDENTA.- A mi juicio, en la convocatoria habría que hacer referencia a los artículos 45 
y 46 -que tratan de los requisitos y de las incompatibilidades- y al 39. Además, habría que indicar 
dónde deben llegar las propuestas para que las dos o tres secretarias que haya puedan hacer el 


ordenamiento -no la selección, porque eso lo hace la Comisión- y en caso de que falte alguno de los 
avales a ser presentado, se hará el trámite correspondiente ante los Legisladores. Eso no inhibe que 
ciudadanos comunes que hayan leído y conozcan el texto de la ley, puedan venir directamente al 
despacho de un Legislador, pero propiciar esa vía como el camino a seguir es complicar aún más el 
mecanismo. 


SEÑOR POSADA.- Simplemente, para ver si con un texto redactado en forma diferente podemos 
zanjar esta situación, además -por supuesto- de lo que se manifiesta en el primer punto del aval de las 
organizaciones sociales. A los efectos de la convocatoria, podríamos agregar que las personas que 
carezcan del aval de las organizaciones sociales habilitadas presentarán su postulación ante la 
Secretaría de la Comisión. Creo que de esta forma queda claro que cualquier ciudadano del país 
puede presentar directamente su postulación. Después, en el ámbito de la Comisión, avalaremos o no 
esa presentación. 


Me parece que es el mecanismo más democrático y, además, evitamos la recorrida por los 
despachos de los Legisladores y es una forma de cumplir con la ley en un sentido bien amplio. 


SEÑOR BORDABERRY.- Disculpe que me salga el abogado de adentro, señora Presidenta, pero me 
imagino que algún postulante podría consultar a un abogado quien, al leer la ley, le podrá decir que 
tiene que conseguirse una organización social que lo postule o presentarse ante un parlamentario de la 
Comisión. 


Complementando lo dicho por el señor Legislador Posada, creo que sería bueno establecer 
que la Secretaría recibirá las propuestas, y los integrantes de la Comisión -como parlamentarios- 
haremos nuestra esa postulación de acuerdo con el artículo 39, y así no hay ningún tipo de limitación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si los señores Legisladores están de acuerdo, votamos esa formulación. 
(Se vota:) 
-13 en 13. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Antes de levantar la sesión, me gustaría decirles que estuve en contacto con el Secretario 
del Senado, señor Hugo Rodríguez Filippini. Con él acordamos que, luego de terminada esta sesión y 
con el aval de este texto ajustado, iniciaríamos los trámites correspondientes para que el día 23, fecha 
en que se realizará una Asamblea General, si es posible, se convoque la Asamblea General prevista 
para el 11 de abril. 


Lo que pensamos en el grupo de trabajo fue que sería bueno que esa Asamblea General 
fuera convocada por los cuatro Partidos políticos, para lo que considero que podríamos aprovechar esa 
oportunidad. 


Si los señores Legisladores están de acuerdo, lo haríamos de esta forma. 


SEÑOR POSADA.- En ese caso, presentaríamos una moción firmada por los miembros de la 
Comisión. 


(Apoyados) 
SEÑORA PRESIDENTA.- De acuerdo, señor Legislador. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 57 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


